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Anexo
		Decisión del Comité contra la Tortura adoptada a tenor del artículo 22 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes
—45º período de sesiones—
relativa a la
		Comunicación Nº 349/2008
Presentada por:	Mükerrem Güclü (representada por su abogado Ingemar Sahlström)
Presunta víctima:	La autora de la queja
Estado parte:	Suecia 
Fecha de la queja:	29 de julio de 2008
	El Comité contra la Tortura, creado en virtud del artículo 17 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
	Reunido el 11 de noviembre de 2010,
	Habiendo concluido el examen de la comunicación Nº 349/2008, presentada al Comité contra la Tortura por Ingerman Sahlström en nombre de Mükerrem Güclü con arreglo al artículo 22 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
	Habiendo tenido en cuenta toda la información que le han presentado la autora de la queja, su abogado y el Estado parte, 
	Adopta la siguiente:
		Decisión a tenor del párrafo 7 del artículo 22 de la Convención 
contra la Tortura
1.1	La autora de la queja, Mükerrem Güclü, ciudadana turca, nacida el 3 de mayo de 1973, reside en Suecia y está sujeta a una orden de expulsión a Turquía dictada contra ella. Vive con su marido y su hija, que también han sometido un caso al Comité (Aytulun y Güclü c. Suecia, Nº 373/2009). Alega que su expulsión a Turquía representaría una violación por Suecia del artículo 3 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. La autora de la queja está representada por su abogado, Ingemar Sahlström. 
1.2	El 31 de julio de 2008, el Relator para las quejas nuevas y las medidas provisionales pidió al Estado parte, de conformidad con las disposiciones del párrafo 1 del artículo 108 del reglamento del Comité, que no expulsara a la autora a Turquía mientras el Comité examinaba su queja. Ese mismo día, el Estado parte accedió a esta petición.
		Los hechos expuestos por la autora de la queja
2.1	La autora se afilió al Partido de los Trabajadores del Kurdistán (PKK) en mayo de 1990, a los 17 años. Participó en las actividades del partido como "guerrillera" durante 15 años y realizó un curso de entrenamiento de dos meses en el Iraq. Entre 1991 y 1998, su función consistió en mecanografiar artículos escritos por otros miembros del PKK para su publicación en revistas. Desempeñó dicha tarea para Öcalan, líder del PKK, y envió fotos a las autoridades suecas, en las que la autora aparecía con él y con otros cabecillas del PKK. Hasta 1998, desarrolló su actividad principalmente en zonas de los alrededores de Sirnak y Diyarbakir (Turquía). Pese a que nunca participó en combates, tenía que portar armas como cualquier otro guerrillero. La suya era una Kalashnikov. El ejército turco atacó en diez ocasiones el campamento guerrillero al que ella estaba destacada. En 1997, le hirieron en el codo durante un ataque del ejército turco.
2.2	En 1998, la trasladaron a Siria, a la principal base de operaciones del PKK, conocida como la Academia, y allí siguió un curso de educación política de diez meses. Durante la formación, tuvo bajo su mando a un grupo de 20 personas. La eligieron para participar en el sexto congreso del PKK, previsto en el Iraq de diciembre de 1998 a febrero de 1999, y luego pasó a trabajar en la sección femenina del PKK (el PJA) en Qandil (Iraq). Sobre todo se dedicaba a mecanografiar los artículos que escribían los líderes del partido y otros compañeros para la revista Tanrica Zilan, aunque también escribió algún artículo de su puño y letra.
2.3	A finales del decenio de 1990, la autora empezó a tener dudas sobre la ideología del PKK. En 2002, estuvo detenida por su partido varios meses, por la sospecha de haber ayudado a un guerrillero a desertar y de no apoyar al PKK ni al PJA. La interrogaron repetidas veces y la humillaron delante de sus compañeros. También compareció ante el tribunal del PKK llamado la Plataforma. Al cabo de un tiempo, se le permitió reanudar su trabajo en el departamento de prensa del PKK, donde estuvo sujeta a supervisión e intentó pasar desapercibida. Los que han intentado escapar de los campamentos guerrilleros han sido ejecutados.
2.4	En mayo de 2004, se le concedió permiso para encontrarse con unos parientes en un campamento de refugiados de Machmoor (Iraq), del que escapó con ayuda de su tío, que es ciudadano sueco. Se quedó un par de meses en el Irán y luego volvió a Turquía con documentos de identidad falsos. Permaneció allí un tiempo, pero no se atrevió a ir a las regiones en las que operaba el PKK por miedo a que la reconocieran y la mataran. Se marchó a Suecia, donde solicitó el asilo el 14 de abril de 2005. Estando en ese país, se casó con un hombre que también tenía una solicitud de asilo pendiente, con quien tuvo una hija en 2007. Su marido también había sido guerrillero del PKK y huido de la organización. En Suecia le denegaron la condición de refugiado.
2.5	La autora de la queja cree que las autoridades turcas han ordenado su captura, que han intentado dar con ella muchas veces y han detenido e interrogado por su paradero a miembros de su familia. Según dice, las autoridades turcas conocen perfectamente su colaboración con el PKK, ya que dijeron a sus parientes que sabían que ella era una guerrillera. Su hermano dijo a la policía que estaba en Suecia. La autora sostiene que, si la expulsan a Turquía, es posible que la condenen a una pena de hasta 15 años de cárcel por su actividad en el PKK y que la torturen en el centro de detención. También piensa que si vuelve, el PKK la identificará como desertora y la matará, ya que las autoridades turcas se abstendrán de protegerla.
2.6	El 23 de mayo de 2006, la Junta de Inmigración rechazó su petición de asilo y su solicitud de permiso de residencia y de trabajo. La Junta también ordenó su expulsión a su país de origen. No puso en tela de juicio sus afirmaciones sobre sus actividades en el PKK, pero señaló que no había demostrado que las autoridades turcas hubiesen ordenado su captura. La Junta admitió que quizá fuera detenida y juzgada, pero que nada demostraba que fuera a recibir "un castigo más severo que otras personas en su misma situación". La Junta declaró también que dicho castigo no le parecía desproporcionado, teniendo en cuenta que la autora de la queja había pertenecido a una organización terrorista. Asimismo, la Junta aludió a recientes políticas turcas de "tolerancia cero" hacia la tortura y afirmó que, aunque todavía se dan incidentes aislados de tortura, nada indicaba que pudiera aplicarse a la autora de la queja. La Junta dijo también que la autora no había demostrado que el PKK tuviese intenciones de matarla por haber abandonado la organización sin permiso.
2.7	La autora recurrió la decisión de la Junta de Inmigración ante el Tribunal de Migración (el tribunal administrativo de condado de Estocolmo). El 8 de enero de 2007, Amnistía Internacional presentó una comunicación al tribunal en apoyo al recurso de la autora. Aducía que en Turquía no tendría derecho a un juicio justo y estaría expuesta a la tortura y a otros tratos crueles e inhumanos, ya que a las personas en su situación no se les proporciona representación letrada y se les arrancan confesiones bajo tortura.
2.8	El 22 de noviembre de 2007, el Tribunal de Migración desestimó su recurso. La autora de la queja solicitó autorización para recurrir la decisión del Tribunal de Migración ante el Tribunal de Apelaciones sobre Inmigración, pero esa autorización se le denegó el 10 de junio de 2008.
		La queja
2.9	La autora afirma que, si regresara a Turquía, sería detenida y torturada por las autoridades y/o el PKK. Indica que no tendría un juicio imparcial, que sería encarcelada y que en prisión no estaría protegida contra el PKK.
2.10	La autora se refiere a las directrices del Ministerio del Interior británico, relativas al trato que reciben los miembros del PKK en Turquía, al informe de la Comisión de la UE sobre Turquía, a varios informes de Amnistía Internacional publicados a partir de julio de 2007 y a las "directrices" de los organismos canadienses de inmigración sobre el PKK y Turquía. En todos esos documentos se mencionan casos de malos tratos y tortura registrados en el sistema penitenciario turco, y en dos de ellos se indica explícitamente que las fuerzas del orden se ensañan con los miembros del PKK. La mayor parte de esos informes datan de 2007.
		Observaciones del Estado parte
3.1	El 30 de enero de 2009, el Estado parte reiteró parte de los hechos presentados por la autora en su comunicación inicial al Comité. También se refirió a las reformas emprendidas por las autoridades turcas para hacer frente al problema de la tortura, aunque reconoció que seguían registrándose casos de tortura. El Estado parte volvió a exponer el razonamiento de la Junta de Migración e indicó que tanto Turquía como la Unión Europea consideraban que el PKK era una organización terrorista. El Estado parte reconoció que la autora corría el riesgo de ser detenida, enjuiciada y encarcelada, pero sostuvo que la condición de refugiado no puede basarse únicamente en el hecho de que una persona corra el riesgo de ser castigada de conformidad con la legislación de su país.
3.2	El Estado parte observa que la autora desempeñaba funciones de nivel relativamente bajo e indica que ésta no ha demostrado que estaría en riesgo de verse sometida a "penas desproporcionadas" si fuera enjuiciada en Turquía. No ha demostrado que correría el riesgo de persecución, amenazas y hostigamiento por parte del PKK y que, por lo tanto, necesitaría protección. Además, el Estado parte sostiene que, aunque realmente estuviera expuesta a recibir ese trato, incumbiría a las autoridades judiciales y las fuerzas del orden de Turquía brindarle protección.
3.3	El Estado parte recuerda que uno de los jueces del Tribunal de Migración emitió un voto particular, a favor de la autora, e indicó que la información relativa a las actividades de la autora en el PKK era suficiente para considerar que "necesitaba protección" y que en consecuencia se le debía conceder un permiso de residencia en Suecia.
3.4	Con respecto a la admisibilidad, el Estado parte reconoce que la autora ha agotado todos los recursos de la jurisdicción interna y que no se sabe que el asunto haya sido ni esté siendo examinado con arreglo a otro procedimiento de investigación o solución internacional. El Estado parte sostiene que la afirmación de la autora de que corre el riesgo de ser tratada de una forma que constituiría una violación del artículo 3 de la Convención carece del nivel mínimo de fundamentación requerido a los efectos de admisibilidad. Por consiguiente, el Estado parte sostiene que la comunicación es manifiestamente infundada y, por lo tanto, inadmisible de conformidad con el párrafo 2 del artículo 22 de la Convención y al apartado b) del artículo 107 del reglamento del Comité.
3.5	El Estado parte refuta la queja en cuanto al fondo. Menciona una vez más las reformas realizadas en Turquía en la esfera de los derechos humanos, incluida la adopción de una política de tolerancia cero a la tortura, y varias reformas legislativas significativas, que ofrecen vías de recurso a las víctimas de torturas. El Estado parte aduce que debe darse crédito a la opinión de sus autoridades, puesto que éstas están en muy buenas condiciones para analizar la información presentada por la solicitante de asilo y evaluar la credibilidad de su queja. La autora ocupó un cargo subalterno en el PKK y su labor se limitó a la mecanografía y la corrección de textos. Por consiguiente, el Estado parte duda de que la autora presente mucho interés para las autoridades turcas, a diferencia de lo que afirma ella. La autora indicó que nunca fue privada de libertad, encarcelada ni detenida. En su decisión original, la Junta de Migración observó que la autora no había aportado pruebas documentales de que presentara interés alguno para las autoridades turcas y en particular no había presentado ningún documento de la autoridad nacional de registro que demostrara que se la buscaba. Sin embargo, en la comunicación enviada al Comité, el Estado parte observa que, según la información de que dispone, desde 2004 es ilegal consignar en el registro nacional de la población de Turquía que existe una orden de captura contra una persona. Por ese motivo, el Estado parte no reprocha a la autora que no haya proporcionado esas pruebas documentales.
3.6	El Estado parte es consciente de que, al estar el PKK clasificado como organización terrorista, de conformidad con la Ley antiterrorista de Turquía, toda vinculación con esa organización es delito y se castiga con penas que son un 50% más severas que las que se impondrían en otras circunstancias. El Estado parte sostiene asimismo que el riesgo de que la autora sea detenida no constituye por sí solo un motivo válido para considerar que la autora esté en peligro de sufrir un trato contrario al artículo 3 de la Convención. Además, el Estado parte cita numerosos informes sobre la cuestión de la tortura en Turquía[footnoteRef:2] y sostiene que la situación de los derechos humanos en ese país ha mejorado, aunque es cierto que han aumentado los casos de tortura denunciados por diferentes organizaciones no gubernamentales (ONG) en 2007, y llega a la conclusión de que la información sobre la vulnerabilidad de los miembros del PKK en las cárceles presentaba algunas contradicciones. [2: 		El informe sobre derechos humanos publicado por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Suecia en 2007; el informe del Departamento de Estado de los Estados Unidos sobre las prácticas de derechos humanos en Turquía (Country Report on Human Rights Practices in Turkey), de 2007; el informe del Ministerio del Interior británico sobre Turquía (Country of Origin Information Report), de 29 de agosto de 2008, el documento de orientación sobre Turquía del Ministerio del Interior británico (Operational Guidance Note on Turkey), de 2 de octubre de 2008; el informe anual de Amnistía Internacional para 2008 ; el Informe Mundial 2008 de Human Rights Watch; el informe periódico de la CE sobre los progresos realizados por Turquía (Turkey Progress Report), de 2008; el informe dirigido al Gobierno turco por el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura sobre su visita a Turquía, de 6 de septiembre de 2006.] 

3.7	El Estado parte sostiene asimismo que el riesgo de verse sometido a malos tratos por un agente no estatal o por particulares sin el consentimiento ni la aquiescencia del gobierno del país de destino rebasa el ámbito del artículo 3 de la Convención y que, por consiguiente, el riesgo aducido por la autora no era pertinente a efectos de la presente comunicación. El Estado parte observa también que la autora permaneció en el país durante diez meses después de abandonar las filas del PKK sin sufrir consecuencia alguna, y duda de que interese tanto al PKK como dice. El Estado parte señala contradicciones en las declaraciones de la autora con respecto a las posibilidades de escapar del PKK. Durante su procedimiento de asilo, la autora indicó que no se le permitía dejar el PKK y describió las consecuencias a las que se exponían los que trataban de escapar. Sin embargo indicó también que se le había permitido ver a su tío fuera de la zona en que se encontraba la guerrilla, y que las reglas habían cambiado en 2004, de modo que los que querían retirarse de la organización podían hacerlo.
		Comentarios de la autora
4.1	El 15 de abril de 2009, la autora refutó los argumentos del Estado parte sobre la admisibilidad y el fondo de la queja.
4.2	Para respaldar sus afirmaciones la autora presenta una comunicación de la subdivisión de Diyarbakir de la Asociación de Derechos Humanos de Turquía, de 13 de agosto de 2008. Según la comunicación, las fuerzas del orden recurren con frecuencia a tratos crueles e inhumanos, es frecuente que las personas a las que se les ha denegado la condición de refugiado y que son devueltas a Turquía sean detenidas al llegar a los aeropuertos y se vean sometidas a interrogatorios con violencia física y presión psicológica. En la comunicación se indica que hay una orden de captura contra la autora, dictada por haber sido miembro de una organización terrorista armada, y se cita el número de juicio penal incoado contra la autora por un fiscal en Diyarbakir (Nº 2005/298). Según la comunicación, desde 2004 ha aumentado constantemente el número de denuncias de tortura presentadas a la Asociación y sólo entre 2007 y 2008, los casos aumentaron en un 260% (en 2007 y 2008 se registraron 172 y 434 denuncias de torturas, respectivamente). Con respecto a los antiguos miembros del PKK, la Asociación afirma que se les obliga a confesarse culpables, a proporcionar información sobre el PKK y la localización de sus bases y a participar en combates contra sus antiguos compañeros. Además, la Asociación indica que en el caso de que tanto la autora como su esposo fueran devueltos y detenidos, su hija quedaría en la calle.
4.3	La autora proporciona asimismo copias de decisiones de la Junta de Migración y el Tribunal de Migración sobre casos similares al suyo, en que Suecia concedió la condición de refugiado a antiguos miembros del PKK. Sostiene que, según sus propias prácticas, las autoridades deberían haberle concedido el asilo.
		Deliberaciones del Comité
		Examen de la admisibilidad
[bookmark: goog-gtc-unit-3]5.1	Antes de examinar toda reclamación formulada en una queja, el Comité contra la Tortura debe decidir si ésta es o no admisible en virtud del artículo 22 de la Convención. El Comité se ha cerciorado, en cumplimiento de los apartados a) y b) del párrafo 5 del artículo 22 de la Convención, de que la misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada según otro procedimiento de investigación o solución internacional y que se han agotado todos los recursos disponibles de la jurisdicción interna.
[bookmark: goog-gtc-unit-6]5.2	En cuanto a la afirmación de la autora de que en caso de regresar a Turquía sería asesinada por el PKK en represalia por haber dejado la organización sin permiso, el Comité considera que la cuestión de determinar si el Estado parte tiene la obligación de abstenerse de expulsar a una persona que pueda estar expuesta a padecer dolor o sufrimientos infligidos por una entidad no gubernamental, sin el consentimiento o la aquiescencia del Gobierno, queda fuera del ámbito de aplicación del artículo 3 de la Convención[footnoteRef:3]. Por lo tanto, el Comité considera que esta reclamación es inadmisible de conformidad con el artículo 107 c) del reglamento del Comité. [3: 		Véase G. R. B. c. Suecia, Nº 83/1997, dictámenes aprobados el 15 de mayo de 1998.] 

[bookmark: goog-gtc-unit-7]5.3	El Comité toma nota de la alegación del Estado parte de que la queja es manifiestamente infundada y, por lo tanto inadmisible, ya que la autora no ha demostrado en el nivel mínimo requerido para la admisibilidad que esté expuesta al riesgo de ser tratada por funcionarios públicos de una manera que constituiría una violación del artículo 3 de la Convención. En cambio, el Comité considera que la autora ha aportado suficientes elementos de prueba que permiten considerar el fondo de la cuestión.
[bookmark: goog-gtc-unit-9]		Examen de la cuestión en cuanto al fondo
[bookmark: goog-gtc-unit-10]6.1	El Comité debe determinar si la devolución forzada de la autora a Turquía supondría el incumplimiento de la obligación que tiene el Estado parte, en virtud del artículo 3 de la Convención, de no proceder a la expulsión o devolución de una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura.
[bookmark: goog-gtc-unit-12][bookmark: goog-gtc-unit-16][bookmark: goog-gtc-unit-17]6.2	De conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, el Comité debe decidir si hay razones fundadas para creer que la autora estaría en peligro de ser sometida a tortura en caso de ser devuelta a Turquía. Para adoptar esta decisión, el Comité debe tener en cuenta todas las consideraciones pertinentes, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 3, entre ellas la existencia de un cuadro persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas de los derechos humanos. Al respecto, el Comité toma nota del argumento del Estado parte de que el Gobierno de Turquía ha adoptado medidas para mejorar la situación de los derechos humanos, incluso mediante la promulgación de una política de tolerancia cero y la introducción de mecanismos de queja contra la tortura. También toma nota del argumento presentado por la autora de que los cambios anteriores no han reducido el número de casos de tortura denunciados en Turquía (172 y 434 denuncias de tortura en 2007 y en 2008, respectivamente, registradas en una ONG local)[footnoteRef:4]. [4: 		Carta de la Subdivisión de Diyarbakir de la Asociación de Derechos Humanos en Turquía presentada por la autora.] 

6.3	Ahora bien, la finalidad del procedimiento actual es determinar si la interesada estaría personalmente en peligro de ser víctima de tortura en Turquía tras su regreso a ese país. Aun cuando existiera en Turquía un cuadro persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas de los derechos humanos, no sería un motivo suficiente para determinar que la autora correría peligro de ser sometida a torturas al regresar a su país; deben existir motivos fundamentados que indiquen que la interesada estaría personalmente en peligro. Análogamente, la ausencia de un cuadro persistente de violaciones patentes de los derechos humanos no impide considerar que una persona estará en peligro de ser sometida a tortura en las circunstancias concretas de su caso[footnoteRef:5]. [5: 	 	(Véase la decisión MAK c. Alemania, Nº 214/2002).] 

[bookmark: goog-gtc-unit-21][bookmark: goog-gtc-unit-24]6.4	El Comité recuerda su observación general sobre la aplicación del artículo 3 en la que afirma que el riesgo de tortura "debe fundarse en razones que vayan más allá de la pura teoría o sospecha. De todos modos, no es necesario demostrar que el riesgo es muy probable"[footnoteRef:6].  [6: 	 	(A/53/44, anexo IX, párr. 6).] 

[bookmark: goog-gtc-unit-25][bookmark: goog-gtc-unit-26][bookmark: goog-gtc-unit-27][bookmark: goog-gtc-unit-28][bookmark: goog-gtc-unit-29][bookmark: goog-gtc-unit-30][bookmark: goog-gtc-unit-31][bookmark: goog-gtc-unit-32]6.5	El Comité toma nota de que el Estado parte no niega la participación de la autora en el PKK, sino más bien argumenta que su participación era en un nivel bajo. Se observa que, aunque el Estado parte niega que la autora genere mucho interés en las autoridades turcas en la actualidad, admite, al igual que la propia Junta de Inmigración, que si es perseguida por las autoridades turcas, corre el riesgo de ser arrestada, permanecer detenida en espera de juicio y ser condenada a una larga pena de prisión (párr. 3.9). Además, el Estado parte indica que no reprocha a la autora que no haya aportado pruebas directas de su afirmación de que es buscada por las autoridades. También toma nota de que la autora ha facilitado información sobre el proceso penal Nº 2005/298 incoado en su contra (párr. 4.2), que, [aunque al parecer no se presentó a las autoridades nacionales antes de someter su queja ante el Comité], no ha sido impugnada por el Estado parte. Así pues, en opinión del Comité, la información facilitada basta para indicar que la autora sería probablemente detenida si fuera devuelta por la fuerza al Estado parte. 
[bookmark: goog-gtc-unit-33][bookmark: goog-gtc-unit-34][bookmark: goog-gtc-unit-35][bookmark: goog-gtc-unit-36]6.6	El Comité observa que, según diversas fuentes, entre ellas, los informes presentados por la autora, las fuerzas de seguridad y de policía turcas siguen utilizando la tortura, en particular, durante los interrogatorios y en los centros de detención, sobre todo contra los sospechosos de terrorismo. El Comité observa también que, según la propia comunicación del Estado parte en 2007 (véase el párrafo 3.6 supra) el número de denuncias de malos tratos se ha incrementado. Más de uno de los informes presentados por el Estado parte[footnoteRef:7]  describe que, a pesar de las medidas legislativas adoptadas por el Gobierno turco, los autores de torturas a menudo gozan de impunidad, y pone en tela de juicio la eficacia de la reforma. Muchos de los recientes informes citados por el Estado parte también indican que hay un número cada vez mayor de denuncias de malos tratos y torturas cometidas por miembros de las fuerzas de seguridad y de policía fuera de los establecimientos oficiales, y por lo tanto, más difíciles de detectar y documentar. [7: 	 	Véase nota 4 supra.] 

[bookmark: goog-gtc-unit-37][bookmark: goog-gtc-unit-38][bookmark: goog-gtc-unit-39]6.7	En conclusión, el Comité observa que la autora fue miembro del PKK durante 15 años; que, a pesar de que operaba en un nivel bajo, algunas veces trabajó para su líder Öcalan y otros dirigentes destacados del PKK; que está buscada en Turquía, para ser juzgada en virtud de leyes antiterroristas y por lo tanto es probable que sea detenida a su llegada al país. En vista de lo anterior, el Comité considera que la autora ha aportado pruebas suficientes para demostrar que personalmente corre un riesgo real y previsible de sufrir torturas en caso de ser devuelta a su país de origen.
[bookmark: goog-gtc-unit-40]6.8	El Comité contra la Tortura, actuando en virtud del párrafo 7 del artículo 22 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, concluye que la devolución de la autora a Turquía por el Estado parte constituiría una infracción del artículo 3 de la Convención.
[bookmark: goog-gtc-unit-42][bookmark: goog-gtc-unit-43]7.	De conformidad con el artículo 112, párrafo 5, de su reglamento, el Comité desea ser informado, en un plazo de 90 días, sobre las medidas adoptadas por el Estado parte para responder a la presente decisión.
[bookmark: goog-gtc-unit-44][bookmark: goog-gtc-unit-45][Adoptada en español, francés e inglés, siendo la versión original el texto inglés. Posteriormente se publicará también en árabe y chino como parte del informe anual del Comité a la Asamblea General.]
			
GE.10-47337  (S)    100111    100111
8	GE.10-47337
GE.10-47337	7
image1.wmf

image2.png
Se ruega reciclar@




